PROYECTO DE COMUNICACIÓN

Pedido de Informes

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, informe sobre los siguientes aspectos en relación a la Policía de la Provincia:

a) Si el Sr. Subjefe de la Policía de la Provincia, Comisario General Jorge Pallavedini ha tenido a su cargo o participado en las investigaciones por robo de nafta a la Policía, y por policías, detectada en la Unidad Regional I.

b) Si es cierto que el tiempo que demandaron las investigaciones fue del orden de los quince días.

c) Si en las actuaciones fueron investigados, por presuntas vinculaciones con el caso, los Jefes de Unidad Comisarios Mayor Sergio Federico Blanche y Miguel Ángel Piacenza, y de Agrupaciones Jorge Negri y Juan Carlos García.

d) Si en las fotos que acompañaron a la denuncia de robo se observaban a los Señores Negri y García cargando combustible.

e) Cuales han sido las conclusiones de las investigaciones y la nómina de responsables directos o indirectos (por acción, omisión o fallas en los controles), identificando a los policías con responsabilidades. 

f) Cantidades y tipos de combustibles robados a la Policía de la Provincia en la URI y valor de los mismos a precios de plaza; 

g) Que medidas se adoptaron con los policías responsables; 

h) Dar cuenta de las acciones judiciales promovidas desde el Poder Ejecutivo por los daños patrimoniales sufridos y el estado de estas actuaciones.
i) Informar si el Comisario Mayor Blanche tenía a su cargo el control del consumo de combustibles en la URI; si en su legajo obran antecedentes que lo vinculen con la modalidad de delito “piratería del asfalto”, y quien ha propuesto, y con que fundamentos, su designación como Secretario General de la Policía.
j) Cuales fueron los criterios aplicados para la designación del Comisario Mayor Miguel Ángel Piacenza al frente de la Unidad Regional XIII y para el ascenso de Jefe de Agrupación a Sub-Jefe de una Unidad Regional en el Departamento Constitución.

k) Cantidad y tipo de combustible asignado y consumida mensualmente por cada Unidad Regional desde el 01 de enero de 2004 hasta el 31 de 

l) marzo de 2005, incluyendo la cantidad y tipo de vehículos de cada Unidad Regional.

Señor Presidente:

La valoración errónea de los supuestos “costos políticos” derivados del descubrimiento de actos delictivos en las esferas del Estado lleva en excesiva cantidad de casos al montaje de cadenas de encubrimiento y a la omisión de las investigaciones.
En otras ocasiones, y sin contar con elementos de juicio sustentables, algunos funcionarios niegan los hechos y las responsabilidades propias y respaldan a funcionarios o agentes sin conocer sus reales responsabilidades. Bastan solo dos ejemplos para ilustrar la validez de lo que afirmamos: El Ministro Pampurro en el caso del envío de drogas a España, y el Dr. Alejandro Luís Rossi en el caso que nos ocupa y en el incidente donde amenazara con armas a otro conductor.
El robo de combustibles en nuestra policía, denunciado por otros policías, que en principio fueron descalificados por el Señor Subsecretario de Seguridad Pública, debió luego admitirse y removerse a las autoridades de la Unidad Regional I.
Poco se conoce sobre las acciones administrativas y judiciales, sobre la identificación y sanción administrativa y judicial de los responsables y sobre el daño patrimonial sufrido por el Estado Provincial.

Los responsables de la Unidad Regional fueron separados de sus cargos, y ésto es correcto, pues más allá de sus responsabilidades directas en el delito, las tienen por haber permitido que estos hechos ocurran o por no haberlos detectado en tiempo y forma cuando todos parecían conocer lo que acontecía.

Lo que no resulta sencillo es encontrar explicaciones razonables respecto de ascenso y traslado a puestos destacados en otros lugares de aquellos que fueron separados en función de sus responsabilidades, insistimos, por acción u omisión, por haber participado o por haber incumplido con sus responsabilidades como funcionario público.

En estas consideración no estamos abriendo juicios de valor sobre las personas mencionadas o involucradas, lo estamos haciendo sobre quienes en su afán por transmitir una sensación de orden tratan de “esconder bajo la alfombra la tierra” como se suele ejemplificar popularmente.
Con las decisiones adoptadas con  las personas mencionadas, separándolos y luego ubicándolos en cargos de mayor jerarquía, lo que se está haciendo en realidad es enviar un claro mensaje hacia quienes conocen sobre los hechos, desalentando sus testimonios ante los premios otorgados a los supuestos involucrados, que inducen a creer, gozan de la protección o la complicidad de las máximas jerarquías.

Debemos recordar que estos procedimientos fueron habituales a nivel nacional, en donde algunos jueces fueron ascendidos para que callaran o no investigaran determinados casos. Sin dudas hemos incorporado malas enseñanzas.

Hemos recibido suficientes comentarios que nos indican que ahora en las comisarías sobran los combustibles, cuando antes de descubiertos los hechos los móviles habían dejado de serlo, lo que pone en evidencia la magnitud de la organización delictiva que nos ocupa que, tenemos serias sospechas, es mucho mayor que la revelada.

El objeto del presente proyecto es pedir algunas explicaciones e informaciones sobre hechos y conductas que no han sido expuestas en su totalidad o que no han sido difundidas con la profundidad que el caso amerita.

Por las razones expuestas, solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto.

